
 

 SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL  

 

ASUNTO Apelación Sentencia - Verbal  

DEMANDANTES Rosa Julia Sánchez Ruíz y Leonidas Jaramillo Sánchez  

DEMANDADA Autobuses El Poblado Laureles S.A. 

DECISIÓN Confirma sentencia 

PROCESO RDO. 05001-31-03-004-2017-00487-01  

 

Medellín, treinta de junio de dos mil veintidós 

 

ANTECEDENTES  

 

1. DEMANDA: Rosa Julia Sánchez Ruíz y Leonidas Jaramillo Sánchez, por medio 

de apoderado judicial, presentaron demanda de impugnación de actos de 

asamblea en contra de la sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A., con el 

fin de que se declarara la ineficacia del Acta de Asamblea General de Accionistas 

N° 21, llevada a cabo el 31 de marzo de 2017, la cual fue inscrita en Cámara de 

Comercio el 06 de julio de 2017.  

 

Como fundamento de lo pretendido, el apoderado judicial de la parte 

demandante expuso: 

 

a. Los demandantes Rosa Julia Sánchez Ruíz y Leonidas Jaramillo Sánchez, son 

socios de Autobuses El Poblado Laureles S.A. 

 

b. El representante legal de la sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A. -

Francisco Abel Sánchez- fue declarado interdicto por demencia mediante 

sentencia de 30 de noviembre de 2016, proferida por el Juzgado 010 de Familia 

de Medellín. A partir de esa fecha, Francisco Abel Sánchez es “incapaz absoluto” 

y, por tanto, debido a esa condición, no puede ejercer ningún acto. 

 

c. A la fecha de la presentación de la demanda -06 de septiembre de 2017-, 

María Victoria Sánchez Ruíz, ejerce las funciones de representación legal, pero 
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no se encuentra inscrita en tal condición ante la Cámara de Comercio, como se 

desprende del certificado de existencia y representación legal de esa misma 

fecha y, por consiguiente, todos los actos desplegados por aquella, no son 

oponibles a terceros, conforme lo dispone el numeral 4 del artículo 29 del Código 

de Comercio.  

 

d. María Victoria Sánchez Ruíz convocó a Asamblea General de Accionistas, la 

cual se llevó a cabo el 31 de marzo de 2017. No obstante, tanto la convocatoria 

como la asamblea son ineficaces, debido a que María Victoria no ostenta la 

condición de representante legal y, en consecuencia, los actos que ella 

despliegue no son oponibles a terceros, ya que, en el registro mercantil de la 

sociedad, Francisco Abel Sánchez es quien figura como representante legal. 

 

e. En la Asamblea Ordinaria de Accionistas que se llevó a cabo el 31 de marzo 

de 2017, consignada en Acta N° 21 y registrada en Cámara de Comercio el 06 

de julio de 2017, se nombró una junta directiva que contraría lo establecido en 

el artículo 27 de los estatutos sociales, en consonancia con lo dispuesto en el 

artículo 435 del Código de Comercio, los cuales establecen que: “(…) No podrá 

haber en la junta una mayoría cualquiera formada por personas ligadas entre sí 

por matrimonio, o por parentesco dentro del tercer grado de consanguinidad o 

segundo de afinidad o primero civil. Si se eligiere una junta contrariando esta 

disposición, no podrá actuar y continuará ejerciendo sus funciones la junta 

anterior, que convocará inmediatamente a la asamblea para nueva elección”. 

 

En efecto, cuatro de los cinco miembros principales nombrados, contravienen lo 

establecido en el artículo 27 de los estatutos, así: María Victoria Sánchez es 

hermana de Jorge Alberto Sánchez Ruíz; Mauricio Gallego Sánchez es hijo de 

María Vitoria, y Jaime Alberto Sánchez Charri es sobrino de María Victoria. En 

cuanto a los miembros suplentes: Diana Gallego Sánchez y Giuseppe Gallego 

Sánchez son hijos de María Victoria Sánchez Ruíz, mientras que Marta Liliana 

Sánchez es sobrina de esta. 

 

g. La sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A. está conformada por varios 

miembros de familia, pero no en forma exclusiva. Por tanto, como la familia 

Sánchez Ruíz no ostenta la mayoría, no se puede concluir que se trata de una 

sociedad familiar, razón por la cual la junta directiva no se podía elegir en esos 

términos. 
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h. En repetidas ocasiones, la demandante Rosa Julia Sánchez Ruíz, se negó a 

firmar el acta N° 21 de marzo de 2017, por no estar conforme con ella, ya que 

no se hizo un resumen correcto del desarrollo de la asamblea, no obstante, sin 

la firma de la comisionada en mención, el acta fue registrada en Cámara de 

Comercio, en contravía de lo dispuesto en los artículos 431 y 433 del Código de 

Comercio.  

 

2. CONTESTACIÓN: Autobuses El Poblado Laureles S.A., por medio de 

apoderada judicial, se opuso a las pretensiones de la demanda y presentó las 

“excepciones” que denominó: (i) “Improcedencia de la sanción solicitada”, (ii) 

“Cumplimiento de los requisitos legales para la celebración de la asamblea”, (iii) 

“Capacidad de representación legal”, (iv) “Sociedad de familia/Validez de la 

conformación de la junta directiva”, y (v) “Mala fe de la codemandante Rosa 

Julia Sánchez Ruíz/Actos propios de la actora”. 

 

3. SENTENCIA ANTICIPADA: En decisión de 27 de junio de 2018, el Juzgado 

004 Civil del Circuito de Medellín, de conformidad con el numeral 2 del artículo 

278 del Código General del Proceso, tras considerar que no había pruebas por 

practicar, profirió sentencia anticipada, mediante la cual decidió: “DECLARAR la 

prosperidad de las excepciones de: Capacidad de representación legal, Sociedad 

de familia -validez de la conformación de la junta directiva, improcedencia de la 

sanción solicitada, Cumplimiento de los requisitos legales para la celebración de 

la asamblea.” y ordenó la terminación del proceso. 

 

3.1. El juzgador de primera instancia declaró probada la excepción denominada 

“Capacidad de representación legal”, tras precisar que Francisco Abel Sánchez 

fue remplazado en las funciones de gerente por María Victoria Sánchez Ruíz, 

quien  figura en el  certificado de existencia y representación de la sociedad, en 

el primer renglón de la junta directiva, por lo que al no haberse nombrado un 

representante legal, puede concluirse que se procedió conforme con el artículo 

31 de los Estatutos Sociales, según el cual, en las faltas temporales o absolutas 

del gerente, “mientras se provee el cargo, o cuando se hallare legalmente 

inhabilitado para actuar en asunto determinado, será reemplazado por los 

miembros principales de la Junta Directiva, en el orden de su designación”,  sin 

que allí se haya determinado un término para el nombramiento del remplazo del 

representante legal. Por esa misma razón, el juez consideró que la convocatoria 

hecha por María Victoria Sánchez era válida. 



Recurso de apelación 

Rad. 05001-31-03-004-2017-00487-01  

Sentencia 085 de 2022 

Página 4 de 15 

 

3.2. El funcionario judicial declaró probada la defensa denominada “Sociedad de 

familia -validez de la conformación de la junta directiva”, al advertir que de la 

prueba documental se deprende que la familia Sánchez Ruíz ha tenido la 

participación mayoritaria en la sociedad y, además, ha ejercido el control 

administrativo sobre la compañía demandada, con lo cual se reúnen los 

presupuestos para inferir que se trata de una sociedad de carácter familiar. Por 

consiguiente, por tratarse de una sociedad de familia, al tenor de lo dispuesto 

en el artículo 435 del Código de Comercio, la junta directiva de la sociedad no 

tiene restricciones relativas al parentesco de sus integrantes y conformación de 

mayorías. Al respecto, el juez a quo expuso que, si bien en el artículo 27 de los 

estatutos sociales no se advierte la excepción contemplada en el artículo 435 

del estatuto mercantil respecto a las sociedades de familia, lo cierto es que la 

situación debe regirse por la misma norma conforme al artículo 1 del Código de 

Comercio. Adicionalmente, señaló que la doctrina y la Superintendencia de 

Sociedades han aclarado que la sanción impuesta en el artículo 435 ya 

mencionado, aplica respecto a la conformación de las mayorías para decidir y 

no en cuanto a la integración de la Junta Directiva, por lo que declaró la 

“improcedencia de la sanción solicitada”. 

 

3.3. Por último, sobre lo expuesto por la parte demandante en cuanto a que no 

se hizo un resumen correcto del desarrollo de la asamblea y que por ello la 

comisionada Rosa Julia Sánchez Ruíz no la firmó, el juez expuso que a folio 22 

obra un “extracto” del acta contentiva de la decisión impugnada, del que se 

desprende datos de la reunión y que, si bien no está firmada por Rosa Julia, lo 

cierto es que ello no genera invalidez o irregularidad, ya que según el artículo 

431 del Código de Comercio, el acta requiere la firma del presidente y secretario 

de la reunión y, en caso contrario, la de los comisionados. En ese orden, declaró 

la prosperidad de la excepción denominada “cumplimiento de los requisitos 

legales para la celebración de la asamblea”. 

 

4. APELACIÓN. Inconforme con lo resuelto, la PARTE DEMANDANTE presentó 

recurso de apelación y expuso los siguientes reparos concretos: 

4.1. El juez profirió sentencia anticipada con fundamento en el numeral 2 del 

artículo 278 del Código General del Proceso, por considerar que no existe 

pruebas por practicar y, en esa medida, consideró que no era necesario dar 

traslado para alegar; no obstante, desconoció que, en la demanda, además de 

los documentos anexos, se solicitó el interrogatorio de parte al actual 
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representante legal y, por tanto, tal determinación no solo va en contravía de lo 

dispuesto en el mismo artículo 278, sino que también desconoce el artículo 14 

del Código General del Proceso referente al debido proceso. 

 

4.2. El juzgado no valoró los documentos aportados con la demanda, tales como 

la sentencia de interdicción proferida por el Juzgado 010 de Familia de Medellín, 

en la que consta el dictamen pericial y la incapacidad de Francisco Abel Sánchez 

con una anterioridad mayor a 5 años a la fecha de la sentencia, lo cual denota 

que todas las actuaciones, desde el momento en que Francisco Abel Sánchez 

no tuvo plena capacidad para decidir, están viciadas de nulidad y en ese sentido 

el juzgado está en la obligación de declarar esa nulidad, de conformidad con el 

numeral 3 del artículo 899 del Código de Comercio (cuando se haya celebrado 

por persona absolutamente incapaz), el concepto 220-104660 de 08 de 

septiembre de 2011 de la Superintendencia de Sociedades y los artículos 1740 

y 1742 del Código Civil. 

 

En síntesis, al decir de los apelantes, las actas de asamblea general de la 

sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A., están viciadas de nulidad, desde 

cinco años atrás, época desde la cual data la enfermedad mental certificada de 

Francisco Abel Sánchez, y no solo por vicio en el consentimiento, sino por otras 

irregularidades como indebida convocatoria, quórum, etc. como por ejemplo, al 

comprobarse la incapacidad absoluta del accionista, por no haber tenido la 

voluntad requerida en el debido momento, de manera que el quórum 

mayoritario se quebrantaría y se vendría abajo todas las decisiones. 

 

5. ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA.  

 

5.1. Al sustentar el recurso de apelación, la parte demandante expresó lo 

siguiente: “El recurso de apelación lo interpuse tomando varios aspectos de la 

decisión impugnada sin embargo para esta oportunidad procesal quiero hacer 

énfasis solo en la imposibilidad de que hubiese prosperado la excepción 

interpuesta por la parte demandada y que fue denominada “Sociedad de familia 

– validez de la conformación de la junta directiva”. Al respecto, el apoderado 

judicial de los demandantes, al confrontar el artículo 27 de los estatutos de la 

sociedad demandada y el artículo 435 del Código de Comercio, señaló que en 

los estatutos no quedó establecida la excepción consagrada en esta última 

norma, en cuanto a que tal prohibición no se aplicará a las sociedades 
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reconocidas como de familia. En ese orden, indicó que, en el caso concreto, en 

el artículo 27 de los estatutos de la sociedad, se estableció la forma en que debe 

quedar conformada la junta directiva y no se pactó la excepción relativa a la 

prohibición frente a las sociedades de familia, por no considerarse necesaria. 

 

5.2. La parte no recurrente, guardó silencio al respecto. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.PRECISIÓN PRELIMINAR. Previo a delimitar el problema jurídico suscitado 

mediante el recurso interpuesto, es pertinente precisar, de cara a los puntos objeto 

de estudio en esta segunda instancia, lo siguiente: 

 

1.1. La Sala advierte que el reparo de la parte demandante, mediante el cual 

solicita se declare la nulidad de todas las Actas de la Asamblea General de la 

sociedad Autobuses El Poblado Laureles S.A., desde la época de cinco años atrás 

en que data la enfermedad mental certificada a Francisco Abel Sánchez -en las 

cuales este haya actuado-, no solo por vicio en el consentimiento, sino por otras 

irregularidades como indebida convocatoria, quórum, entre otras, no debe ser 

estudiado en esta instancia, en tanto que tal alegato deviene incongruente con 

la demanda planteada en el proceso, en la que solo se cuestionó la validez del 

Acta N° 21 de 31 de marzo de 2017 bajo el argumento de que María Victoria 

Sánchez ejerció funciones de representante legal sin estar inscrita en esa 

condición ante la Cámara de Comercio y porque la junta directiva nombrada en 

esa asamblea contraviene lo dispuesto en el artículo 27 de los estatutos de la 

sociedad y la regla prevista en el artículo 435 del Código de Comercio. 

 

Con todo, en el evento en que se entendiera que el reparo elevado por los 

recurrentes - en el que pretenden en forma general y abstracta la nulidad de las 

actas de asambleas proferidas en el lapso indicado en el escrito de apelación-, 

también cobija el acta de 31 de marzo de 2017, lo cierto es que tal situación no 

debe ser atendida en esta instancia, en tanto la causa que ahora invoca la parte 

recurrente, además de ser un punto nuevo no debatido en la primera instancia, 

exige que en tales reuniones hubiera actuado el señor Francisco Abel Sánchez, 

lo cual no acaeció respecto al acta que es objeto de impugnación en la demanda, 

en tanto aquel dejó de actuar desde el 30 de noviembre de 2016 -fecha de la 

sentencia que lo declaró interdicto-. Además, las actuaciones desplegadas por 
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María Victoria en remplazo del representante legal inscrito Francisco Abel 

Sánchez – y entre estas, la reunión de 31 de marzo de 2017 constante en el 

Acta N° 21- encuentra sustento en el artículo 31 de los estatutos sociales, como 

bien lo determinó el juzgador de primer grado, sin que tal situación hubiere sido 

controvertida expresamente mediante el presente recurso de alzada. 

 

En efecto, cualquier estudio al respecto, desconocería el principio procesal de la 

congruencia, previsto en el artículo 281 del Código General del Proceso, según 

el cual:   

 

“La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las 

pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que 

este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y 

hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.  

 

No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto 

distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la 

invocada en esta (…)” 

 

Dicha regla comprensiva del principio de la congruencia, delimita los senderos 

de la actividad judicial y constituye una de las garantías derivadas del derecho 

fundamental al debido proceso, ya que impone al juzgador el ejercicio de la 

potestad jurisdiccional entre los límites precisos, marcados por las partes 

involucradas en la contienda.  Adicionado a ello, conviene recordar que el 

recurso de apelación está asociado al principio de congruencia de la sentencia, 

de allí la unidad temática que debe mediar entre el petitum de la demanda, las 

razones fácticas y jurídicas que la soportan, al igual que las excepciones, la 

sentencia que examinó y proveyó sobre estas y aquel, y los cuestionamientos 

que la impugnación plantea, de manera que cualquier posibilidad de que se 

formule aspectos ajenos o carentes de identidad con el grupo de razones y 

fundamentos anteriormente señalados, se encuentra proscrita. En este sentido, 

la apelación no es un escenario para modificar o enmendar vacíos de la demanda 

o la contestación, ni para introducir aspectos extraños al debate que el juzgador 

no estudió en la sentencia.  

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia –Sala Civil- en providencia de 24 de 

febrero de 2015, estimó la sentencia incongruente cuando, 
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“otorga más de lo pedido, sin que el juzgador estuviese facultado 

oficiosamente para concederlo (ultra petita); (…) cuando en la sentencia 

olvida el fallador decidir, así sea implícitamente, alguna de las 

pretensiones o de las excepciones formuladas (mínima petita); y (…) 

cuando en el fallo decide sobre puntos que no han sido objeto del litigio, 

o, de un tiempo a esta parte, en Colombia, con apoyo en hechos 

diferentes a los invocados (extra petita)”1.  

 

Lo anterior guarda coherencia con lo dicho en sentencia de 12 de agosto de 

2003, en la que la Corte señaló: “la congruencia no sólo exige simetría entre el 

fallo y los pedimentos de las partes: pretensiones y excepciones, sino también 

con los hechos en que unas y otras se soportan, ‘por ser la causa petendi uno 

de los límites que se establecen en la litis contestación” y que “El fallador no 

tiene facultad para decidir la controversia con estribo en hechos sustanciales 

que no fueron expuestos en la demanda como causa petendi aunque se hayan 

probado plenamente (Cas. Civ. de 22 de enero de 1974 y Cas. Civ. de 9 de abril 

de 1967)”. 

 

1.2. Además, si bien la parte demandante refiere que la nulidad absoluta debe 

ser declarada por el juez -inclusive de oficio-, lo cual en principio no va en 

contravía del principio procesal de la congruencia, lo cierto es que, en el 

presente evento, la facultad de decretar la nulidad absoluta, tiene un límite, ya 

que la parte demandante en sede de segunda instancia pretende cuestionar la 

validez de otros actos que no fueron objeto de la demanda, lo cual hace 

improcedente un pronunciamiento al respecto, conforme lo expuesto en 

reiteradas ocasiones por la jurisprudencia. Así, la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia STC8181 de 25 de junio de 2015, reiteró: 

 

“En el propósito de preservar la eficacia negocial y de mantener reservado 

el debate sobre la validez del contrato a las partes que lo celebran, la 

jurisprudencia ha establecido que aun el juez tiene restricciones para 

decretar su nulidad absoluta. Ha dicho en ese sentido la Corte que “ese 

poder excepcional que al fin de cuentas comporta un control de legalidad 

en torno a la actividad negocial, está sujeto o limitado por los 

condicionamientos que la propia norma consagra y que la Corporación ha 

identificado así: ‘... 1ª.  Que la nulidad aparezca de manifiesto en el acto 

o contrato, es decir, que a la vez que el instrumento pruebe la celebración 

                                                           

1 M.P. Jesús Vall De Rutén Ruiz.  
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del acto o contrato, demuestre o ponga de bulto por sí solo los elementos 

que configuran el vicio determinante de la nulidad absoluta; 2ª. Que el 

acto o contrato haya sido invocado en el litigio como fuente de derecho 

u obligaciones para las partes; y 3ª. Que al pleito concurran, en calidad 

de partes, las personas que intervinieron en la celebración de aquél o sus 

causahabientes, en guarda del principio general que enseña que la 

declaración de nulidad de un acto o contrato en su totalidad no puede 

pronunciarse sino con audiencia de todos los que lo celebraron’ (G. J t. 

CLXVI, pág. 631). Criterio que ha reiterado entre otras, en sus sentencias 

del 10 de octubre de 1995, 10 de abril de 1996 y 20 de abril 

de 1998” (Sent. Cas. Civ. 11 mar. 2004, exp. No. 7582, citada el 25 abr. 

2006, rad. 1997-10347.01)”. 

 

De manera que el Tribunal no puede válidamente desbordar la causa fáctica 

delimitada en la demanda, considerando temas no sometidos a su juicio -como 

la nulidad de todos los actos de asamblea en los que haya participado Francisco 

Abel Sánchez  debido a que no tenía plena capacidad para decidir desde 5 años 

anteriores a que se profiriera la sentencia de 30 de noviembre de 2016 que lo 

declaró interdicto por discapacidad mental absoluta-, ni fundarse en supuestos 

fácticos y pretensiones que no fueron planteados en la demanda, y que solo 

fueron traídos a colación al momento de presentar la apelación, pues se reitera, 

en este pleito, el objeto de litigio se limitó a cuestionar el acta N° 21 de 31 de 

marzo de 2017. 

 

1.3. Asimismo, resulta imperativo precisar que el alegato de la parte apelante 

relativo a cuestionar la prosperidad de ”la excepción interpuesta por la parte 

demandada y que fue denominada “Sociedad de familia – validez de la 

conformación de la junta directiva” -el cual apenas se trajo a colación en la 

sustentación de la alzada-, no puede ser estudiado en esta instancia, por ser 

un punto nuevo que no fue expuesto en los reparos concretos esgrimidos en 

primera instancia, por lo que resulta incongruente. En efecto, lo ocurrido en este 

caso desconoce lo previsto en el inciso final del artículo 327 del Código General 

del Proceso, que al regular el trámite de la sustanciación, dispone que “El 

apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos expuestos 

ante el juez de primera instancia”. 

 

2. PROBLEMA JURÍDICO. Aclarados entonces los aspectos previos de 

congruencia entre la demanda, la sentencia y el recurso formulado (proposición, 
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puntos concretos y sustentación) a esta Sala sólo le compete definir si, como la 

parte demandante sostiene, el juez erró al proferir sentencia anticipada debido 

a que no se reunían los presupuestos del numeral 2 del artículo 278 del Código 

General del Proceso, en tanto que en el presente asunto sí había pruebas por 

practicar diferentes a las documentales.   

 

3. MARCO NORMATIVO Y DE INTERPRETACIÓN JURÍDICA PARA LA DECISIÓN 

DEL CASO EN CONCRETO. 

 

3.1. El artículo 278 del Código General del Proceso, dispone: 

 

“(…) En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia 

anticipada, total o parcial, en los siguientes eventos:  

1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea 

por iniciativa propia o por sugerencia del juez.  

2. Cuando no hubiere pruebas por practicar.  

3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la 

caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en la 

causa” (Resalto del Tribunal). 

 

3.2. Sobre la causal segunda para proferir sentencia anticipada, la Corte 

Suprema de Justicia, Sala Civil, en sentencia de tutela de 27 de abril de 2020, 

exp. 47001 22 13 000 2020 00006 01, explicó: 

 

“En síntesis, la permisión de sentencia anticipada por la causal segunda 

presupone: 1. Que las partes no hayan ofrecido oportunamente algún 

medio de prueba distinto al documental; 2. Que habiéndolas ofertado éstas 

fueron evacuadas en su totalidad; 3. Que las pruebas que falten por 

recaudar fueron explícitamente negadas o desistidas; o 4. Que las 

probanzas faltantes sean innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o 

inconducentes.  

 

2.2. Oportunidad para establecer la carencia de material 

probatorio que autoriza el fallo anticipado.  

 

No llama a duda el hecho de que es al Juez de conocimiento – y a nadie 

más que a él – a quien le incumbe establecer si el material probatorio 

existente en el plenario es suficiente para dirimir la cuestión. No obstante, 

hay quienes abogan por la tesis de que para hacerlo, es decir, para decidir 
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anticipadamente, debe estar zanjado el espectro probatorio mediante auto 

previo. 

 

Significa que, según esta visión, para emitir el fallo prematuro por el motivo 

abordado es indispensable que esté dilucidado explícitamente el tema de 

las pruebas, lo que es fácilmente comprensible en las tres primeras 

alternativas antes vistas, es decir, cuando las partes no hayan ofrecido 

oportunamente algún medio de prueba distinto al documental; 

habiéndolas ofertado éstas se hayan evacuado en su totalidad; o que las 

pruebas que falten por recaudar han sido expresamente negadas o 

desistidas.  

 

Sin embargo, si el iudex observa que las pruebas ofertadas son 

innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o inconducentes, podrá 

rechazarlas ya sea por auto anterior con el fin de advertir a las partes, o 

en la sentencia anticipada, comoquiera que el artículo 168 aludido dispone 

genéricamente que el rechazo de las pruebas por esas circunstancias se 

hará  “mediante providencia motivada”, lo que permite que la denegación 

pueda darse en la sentencia, porque no está reservada exclusivamente 

para un auto. 

 

Quiere decir esto que – en principio - en ninguna anomalía incurre el 

funcionario que sin haberse pronunciado sobre el ofrecimiento 

demostrativo que hicieron las partes, dicta sentencia anticipada y en ella 

explica por qué la improcedencia de esas evidencias y la razón que impedía 

posponer la solución de la contienda, al punto que ambas cosas sucedieron 

coetáneamente.  

 

Dicho en otras palabras, si el servidor adquiere el convencimiento de que 

en el asunto se verifica alguna de las opciones que estructuran la segunda 

causal de «sentencia anticipada», podrá emitirla aunque no haya 

especificado antes esa circunstancia, pero deberá justificar en esa ocasión 

por qué las probanzas pendientes de decreto de todas maneras eran 

inviables.  

 

En suma, cuando el juez estima que debe dictar sentencia anticipada dado 

que no hay pruebas para practicar, debe decidirlo mediante auto anterior, 

si así lo estima, o en el texto del mismo fallo con expresión clara de los 

fundamentos en que se apoya (…)” 
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2.3. Forma – escrita u oral – de emitir la sentencia anticipada en 

el evento estudiado.  

 

En torno a ese aspecto corresponde diferenciar el momento en que el 

juzgador se persuade de que «no hay pruebas por practicar», ya que, si 

alcanza ese convencimiento en la fase introductoria del proceso, es decir, 

antes de convocar a audiencia inicial, no es indispensable programar la 

vista pública, sino dictar el fallo anticipado en forma escrita.  

 

(…) De esta manera, cuando el fallo se emite en forma escrita no es 

forzoso garantizar la oportunidad para las alegaciones finales dada la 

ausencia de práctica probatoria, porque aquellas son una crítica de parte 

acerca del despliegue demostrativo, de suerte que si éste no se llevó a 

cabo no hay sobre qué realizar las sustentaciones conclusivas, teniendo en 

cuenta que las posturas de los contendientes están plasmadas en sus 

respectivas intervenciones anteriores (demanda y réplica)”. 

  

4. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO. En esta ocasión, la Sala advierte de 

entrada que la decisión de primera instancia adoptada en forma anticipada, 

debe ser confirmada, porque se ajustó a la regla prevista en el numeral 2 del 

artículo 278 del Código General del Proceso, en consonancia con las pautas 

jurisprudenciales previstas sobre la materia, conforme se pasa a exponer. 

 

4.1. En efecto, en el caso bajo estudio, el Juzgado 004 Civil del Circuito de 

Medellín, en forma escrita -por cuanto aún no se había convocado para la 

práctica de la audiencia inicial-, decidió anticipadamente el juicio de 

impugnación de actas de asamblea promovido por Rosa Julia Sánchez Ruíz y 

Leónidas Jaramillo Sánchez frente a la sociedad Autobuses El Poblado Laureles 

S.A., luego de anunciar que en este asunto se configuraba la causal 2 del artículo 

278 del Código General del Proceso, según la cual, juez debe dictar sentencia 

anticipada, total o parcial, “Cuando no hubiere pruebas por practicar”. 

 

Como sustento de tal determinación, el funcionario judicial de primera instancia, 

expuso: “Así pues, considerando que se da el evento consagrado en el numeral 

2 del citado artículo 278, por no haber pruebas por practicar, ya que a pesar no 

haberse practicado todos los medios requeridos por las partes, estima 

innecesaria su práctica por hallarse ya demostrados los elementos que 

le son de menester para emitir decisión de fondo, sin que sea menester 
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correr traslado para alegar de conclusión (…)”. Al respecto, la Sala, encuentra 

que, contrario a lo expuesto por la parte apelante, en este evento no se vulnera 

el debido proceso -como en forma general lo expuso la parte demandante-, en 

tanto el juzgador de primera instancia para resolver con la anticipación que lo 

hizo, motivó por qué no había lugar a recopilar las prueba deprecadas diferentes 

a las documentales. En este evento, como se advierte de la decisión de primera 

instancia, el juzgador, no solo justificó la decisión que zanjó el conflicto, sino 

que previamente expuso las razones por las cuales la sentencia podía proferirse 

sin las pruebas pendientes de recaudo, lo que bien hizo en la misma providencia.  

 

Adicionalmente, en cuanto a la etapa de alegatos de conclusión, cabe reiterar, 

en palabras de la Corte Suprema de Justicia, que “cuando el fallo se emite 

en forma escrita no es forzoso garantizar la oportunidad para las 

alegaciones finales dada la ausencia de práctica probatoria, porque 

aquellas son una crítica de parte acerca del despliegue demostrativo, de suerte 

que si éste no se llevó a cabo no hay sobre qué realizar las sustentaciones 

conclusivas, teniendo en cuenta que las posturas de los contendientes están 

plasmadas en sus respectivas intervenciones anteriores (demanda y réplica)2” 

(Resalto del Tribunal).  

 

4.2. Nótese que la parte demandante -apelante-, advierte que, diferente a la 

prueba documental, en el libelo inicial solicitó que se decretara el interrogatorio 

de parte del representante legal de la sociedad demandada, sin embargo, al 

interponer la alzada, el recurrente no cuestionó la motivación del juzgador de 

primera instancia para prescindir de dicha prueba, ni tampoco advirtió porque 

la misma se consideraba “necesaria” para la definición del litigio y que por tal 

razón no era viable definir anticipadamente el juicio. En la demanda la parte 

demandante solicitó que se decretara el interrogatorio de parte “Al 

representante legal de la sociedad AUTOBUSES EL POBLADO LAURELES S.A. 

con el fin de probar todos los hechos de la presente demanda”,  no obstante, 

como se advierte de la misma sentencia, el juez consideró “innecesaria” la 

práctica de otras pruebas, “por hallarse ya demostrados los elementos que le 

son de menester para emitir decisión de fondo”, por lo que, en otras palabras, 

indicó que esos medios suasorios diferentes a los documentales, no eran útiles 

para demostrar los hechos relevantes alegados, lo cual armoniza con el artículo 

                                                           
2 Sentencia de 27 de abril de 2020, Exp. 47001 22 13 000 2020 00006 01. 
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168 del Código General del Proceso, que, entre otras cosas, regula el rechazo 

de “las pruebas manifiestamente superfluas o inútiles”. Al respecto, es 

pertinente señalar que “En término generales, se puede decir  que la prueba es 

inútil cuando sobra, por no ser idónea, no en sí misma, sino con relación a la 

utilidad que le debe prestar  al proceso, ya que éste sólo puede recaudar las 

pruebas necesarias para el pronunciamiento del fallo”3; para entenderlo mejor, 

un caso de inutilidad, se configura “Cuando el hecho está plenamente 

demostrado en el proceso y se pretende con otras pruebas demostrarlo”4. Con 

todo, cabe advertir que el análisis de ese elemento intrínseco de la prueba 

(utilidad), no fue cuestionado en el recurso de alzada, por lo que al Tribunal no 

le compete ocuparse de tal situación. 

 

4.3. En ese sentido, la Sala advierte que el juez actuó bien al considerar que las 

pruebas pedidas diferentes a las documentales eran innecesarias para zanjar la 

litis y en proferir a renglón seguido sentencia anticipada sin citar a vista pública, 

pues precisamente ese es el fin del fallo adelantado, esto es, que la contienda 

se defina antes de que se agoten todas las etapas que, en principio, deberían 

llevarse a cabo para proferir sentencia. Sobre el particular, la Corte Suprema de 

Justicia en la ya citada sentencia de tutela de 27 de abril de 2020, exp. 47001 

22 13 000 2020 00006 01, señaló que “Si el propósito medular de las probanzas 

consiste en ilustrar al juzgador acerca de las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar en que ocurrieron los hechos que se discuten, para deducir de ellos las 

respectivas consecuencias jurídicas, para nada sirven las pruebas anunciadas 

que no sean útiles, lícitas, pertinentes ni conducentes para dicha reconstrucción 

fáctica; por ende, la resolución del conflicto no puede quedar a merced de ese 

tipo de piezas de convicción, porque al final nada aportarán en el 

esclarecimiento del debate”. 

 

5. Así las cosas, sin necesidad de ahondar en aspectos adicionales, el Tribunal 

advierte que la decisión de primera instancia debe ser confirmada. Se condenará 

en costas de esta instancia a la parte demandante. Como agencias en derecho, 

se fijará la suma de $2’000.000°°, equivalente a 2 SMLMV.  

 

 

                                                           
3 PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Decimoctava Edición, Librería Ediciones 
del Profesional Ltda. 2011, Pág. 148. 
4 Ibid.  
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DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, RESUELVE: 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia apelada proferida el 27 de junio de 2018 

por el Juzgado 004 Civil del Circuito de Medellín. 

 

SEGUNDO. Las COSTAS de esta instancia se imponen a la parte demandante y 

a favor de la parte demandada. Como agencias en derecho se fija un valor de 

$2’000.000°°, que equivale a 2 SMLMV. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Los magistrados, 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 


